
Tribuna | ?LA NUEVA ESPAÑA | Martes, 1 de abril de 2025

La “ley del perdón” ha aterri-
zado en Luxemburgo, sede del 
Tribunal de Justicia de la UE, 
flanqueada por actores de peso: 
Comisión Europea, Tribunal de 
Cuentas, Audiencia Nacional, 
Fiscalía, Abogacía del Estado y 
Sociedad Civil Catalana. Nin-
guna otra norma española re-
ciente había concitado un es-
crutinio parecido en el prosce-
nio comunitario. 

El último órgano que avaló 
su constitucionalidad fue el 
Tribunal Constitucional (que 
no forma parte del Poder Judi-
cial) dependiente del equilibrio 
político de sus magistrados 
que, aferrado a la coartada gu-
bernamental de la “normali-
zación” catalana, eludió anali-
zar su motivación latente: el fin 
oculto de la ley.  

La sentencia, prolija en re-
tórica conciliadora, pasó de 
puntillas sobre la verdadera 
transacción política subyacen-
te. 

El abogado de la Comisión 
Europea, Carlos Urraca, des-
nudó esa transacción sin am-
bages: impunidad a cambio de 
poder. La investidura dependía 
de los celebérrimos siete votos 
separatistas, y la amnistía fue 
la moneda de cambio. Al invo-
car ese propósito encubierto, el 
letrado dinamitó los cimientos 
del razonamiento del TC, que 
se había refugiado en un artifi-
cioso discurso de concordia. 

En nombre de Sociedad Civil 
Catalana, el letrado Juan Cha-
papría reforzó la tesis de la au-
toamnistía: «No hubo reconci-
liación: sólo un pacto entre un 
prófugo y un dirigente socialis-
ta —hoy encarcelado— para 
blindar la impunidad de quie-
nes promovieron un desafío al 
Estado».  

La Gran Sala escuchó, atóni-
ta, cómo la reconciliación in-
vocada por el Gobierno se des-
moronaba bajo el peso de sus 
propios hechos. 

Koen Lenaerts, presidente 
del TJUE y reciente doctor ho-
noris causa por una universi-
dad catalana, interrogó reite-
radamente al letrado de la Co-
misión sobre la seguridad jurí-
dica de la norma. El magistrado 
francés Stéphane Gervasoni 
quiso saber por qué el abogado 
español fue el único que no citó 
la reciente sentencia del TC.  

Impertérrito, Urraca sostu-
vo que la amnistía vulnera el 
interés general, la legislación 

antiterrorista europea y el 
principio de igualdad ante la 
ley: quienes no delinquen no 
pueden quedar en peor posi-
ción que quienes sí lo hicieron. 

En definitiva, la norma no 
nace para cerrar heridas. Re-

dactada por y para sus benefi-
ciarios, responde a un pacto de 
poder, no a un designio de país. 
Ahora hablará el Abogado Ge-
neral; después, dictará el pleno 
del TJUE. La justicia europea 
también se tomará su tiempo.  
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Ni las presiones de Madrid ni 
el narcótico mediático —esa 
densa niebla que rebautiza la 
conveniencia como justicia y el 
chantaje como redención— 

pudieron frenar la decisión de 
la Audiencia Provincial de Sevi-
lla, que ha remitido al TJUE 
cuatro incisivas cuestiones 
prejudiciales. La Sala, apodada 
“la Vaticana”, teme un “riesgo 
sistémico” de impunidad y la 
eventual lesión de los intereses 
financieros de la UE. 

El trasfondo, otra vez, es la 
impunidad: políticos perdo-
nándose entre sí y órganos 
constitucionales desplazando 
la labor de los tribunales ordi-
narios. El mensaje resulta de-
solador: lo que se discute ya no 
es si hubo fraude sino hasta 
dónde puede estirarse la legali-
dad para que no pase nada. 

Tras doce años de instruc-
ción, un saqueo de 680 millo-
nes y dos expresidentes conde-
nados, las rebajas del Constitu-
cional convierten la corrupción 
en un delito sin castigo. Los 
jueces sevillanos aclaran que 
seguir ese criterio implicaría 
incumplir los compromisos 
asumidos por España en ma-
teria de protección del erario 
europeo, plasmados en los re-
glamentos antifraude y en el 
recién reforzado Mecanismo 
de Condicionalidad.  

El mayor fraude social de la 
UE, perpetrado a costa de los 
parados andaluces, queda 
ahora desdibujado por una 
sentencia que reescribe la his-
toria y amputa la pedagogía del 
castigo.  

Además, denuncian una 
anomalía institucional: el 
Constitucional habría invadido 
competencias exclusivas del 
Supremo al pronunciarse so-
bre la parte objetiva de los deli-
tos —malversación, prevari-
cación continuada— triviali-
zando la separación de pode-
res.  

Resulta inaceptable que el 
guardián de la Constitución 
desdibuje los contornos de la 
responsabilidad penal para 
acomodarlos a la coyuntura 
política. 

Que tenga que ser Luxem-
burgo quien recuerde que el 
dinero público no es un cajero 
automático de partido es la 
metáfora más clara de un país 
exhausto que ha perdido el 
oremus. 

Porque “sin ejemplaridad 
—decía Tocqueville— la liber-
tad se vacía de sentido”. Y sin 
memoria del daño, la impuni-
dad se convierte en método de 
gobierno.n
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